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Los organismos financieros internacionales están mostrando un
renovado interés por lograr que las economías emergentes mejoren la
gestión del presupuesto nacional y fortalezcan la integridad de las finan-
zas públicas. Asimismo, están redescubriendo el papel de los parlamen-
tos nacionales y las entidades fiscalizadoras superiores en la supervi-
sión de los procesos presupuestarios y la rendición de cuentas en las
finanzas públicas. El Banco Interamericano de Desarrollo (BID) otorga a
tales instituciones, para consolidar su contribución al proceso presu-
puestario, préstamos multilaterales con potencialidades aún
inexploradas y cuya eficacia podría acrecentarse. La segunda genera-
ción de reformas de las instituciones presupuestarias mejorará su capa-
cidad técnica y eficiencia operacional y supone tanto el fortalecimiento
de la gobernabilidad de las finanzas públicas, en particular la promoción
de vínculos más eficaces entre las entidades fiscalizadoras superiores y
las comisiones parlamentarias de presupuesto y cuentas públicas, como
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La calidad del proceso presupuestario es considerada
cada vez más un factor esencial para el buen gobier-
no. La transparencia y la supervisión de ese proceso
son indispensables para mejorar la gestión de las finan-
zas públicas, asegurar la debida rendición de cuentas
por parte del gobierno y reducir la corrupción. En
consecuencia, tanto el proceso presupuestario como la
responsabilidad e integridad en la gestión de las finan-
zas públicas son hoy objeto de renovado escrutinio.
En el decenio de 1990 surgieron reformas de se-
gunda generación para mejorar la elaboración del pre-
supuesto público y la gestión de las finanzas públicas
en las economías emergentes. Los enfoques tradicio-
nales se concentraban principalmente en mejorar el
desempeño y la eficacia dentro del poder ejecutivo,
sobre todo en los ministerios de finanzas, los organis-
mos de ejecución, la autoridad tributaria y los bancos
centrales. Sin embargo, en los últimos años se ha pres-
tado mayor atención al fortalecimiento de las institu-
ciones de gestión económica más allá del poder eje-
cutivo, y al mejoramiento de los mecanismos de su-
pervisión y rendición de cuentas. Esta segunda gene-
ración de reformas se ha debido en parte a nuevos
descubrimientos sobre los factores que determinan la
calidad de la política económica, y a la necesidad de
equilibrar las facultades presupuestarias discrecionales
del ejecutivo con mecanismos que aseguren la rendi-
ción de cuentas por parte del gobierno. Esto se ha tra-
ducido en un renovado interés en la credibilidad e in-
tegridad de las finanzas públicas y en el aporte de los
parlamentos nacionales y las entidades fiscalizadoras
superiores1 a la rendición de cuentas del gobierno en
materia presupuestaria.2
La inclusión de consideraciones de gobernabilidad
en la agenda de desarrollo ha llevado a los organismos
financieros internacionales a ampliar el alcance de sus
acciones para promover la reforma económica y me-
jorar la gestión financiera gubernamental. Estos orga-
nismos apoyan de manera significativa el refuerzo de
los órganos de gestión de las finanzas públicas en las
economías emergentes, en el contexto más amplio de
las reformas institucionales de segunda generación
(Santiso, 2004c y 2003a; Burki, Perry y otros, 1998).
La reducción de la brecha entre los aspectos económi-
cos y políticos de la gobernabilidad es una marcada
característica de las nuevas teorías de reforma del sec-
tor público, tendencia que se hace evidente en el en-
foque del BID.
En noviembre de 2000, el Banco Mundial adop-
tó una estrategia destinada a orientar su participación
en asuntos de gobernabilidad (Banco Mundial, 1997 y
2000), mientras que en julio del 2003 el BID actualizó
su programa para la modernización del Estado (BID,
2003). Estas acciones ponen de relieve la importancia
asignada a la contribución de los parlamentos y las
entidades fiscalizadoras superiores para hacer efecti-
vas las responsabilidades gubernamentales en la ges-
tión de las finanzas públicas.
El interés de los organismos financieros interna-
cionales en mejorar la rendición de cuentas en ese
sector obedece a consideraciones fiduciarias y de de-
sarrollo. Para reducir el riesgo fiduciario en créditos
vinculados a políticas y de apoyo directo al presupuesto
público es indispensable contar con sistemas de admi-
nistración presupuestaria vigorosos y confiables en los
países receptores (Santiso, s/f). Además, impulsados
por comprobaciones recientes de la poca eficacia de la
1 Las entidades fiscalizadoras superiores (supreme audit institutions)
se conocen por diversos nombres en los distintos países (oficinas
generales de contabilidad, de contraloría, de auditoría o tribunales
de cuentas, etc.). En este artículo la expresión “entidades
fiscalizadoras superiores” hace referencia a las instituciones encar-
gadas de la auditoría externa de los programas y cuentas públicas
del gobierno.
2 Véase Santiso (s/f, 2004a y 2004b), Haggard y McCubbins (2001),
Schedler, Diamond y Plattner (1999), y Mainwaring y Welna (2003).
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asistencia prestada y de la existencia de cooptación y
corrupción estatales, los organismos financieros inter-
nacionales han mejorado sus instrumentos de diagnós-
tico para evaluar la calidad del proceso presupuestario
público y la eficacia de los mecanismos de rendición
de cuentas en las finanzas gubernamentales.3 El Pro-
grama de gasto público y rendición de cuentas finan-
cieras (PEFA), por ejemplo, es una iniciativa de varios
donantes iniciada en diciembre de 2001, que tiene
como objetivo armonizar los estándares internaciona-
les de contabilidad, auditoría y control interno del sec-
tor público en los países en desarrollo y en transi-
ción.4 Las agencias bilaterales de cooperación estable-
cidas en el Grupo Utstein (Alemania, Noruega, Países
Bajos y Reino Unido) también han respaldado activa-
mente las instituciones de rendición de cuentas en los
países en desarrollo.5
En forma análoga, en el contexto de la ampliación
de la Unión Europea, el Tribunal de Cuentas Europeo
trabaja desde 1993 para aumentar la capacidad
institucional de las entidades fiscalizadoras superiores
en los países candidatos de Europa central y oriental,
como parte del proceso de convergencia hacia los
estándares aplicados por la Unión Europea a la gestión
y auditoría de las finanzas públicas.6 El programa
SIGMA,7 creado en 1992 por la Comunidad Europea y
la Organización de Cooperación y Desarrollo Econó-
micos (OCDE), ha contribuido a la modernización de
dichas entidades y al reforzamiento de los mecanismos
de control externos para el sector público de los paí-
ses candidatos. La posibilidad de acceder a la Unión
Europea constituyó un incentivo muy especial para
afianzar los sistemas de rendición de cuentas de las
finanzas públicas en los países que ingresarían a ella.
El proceso establecido para observar la aplicación de
los criterios acordados en Copenhague en 1997 permi-
tió que las reformas se ampliaran y consolidaran gra-
dualmente, lo que llevó a la incorporación de un pri-
mer grupo de 10 países en mayo de 2004.
En el caso de América Latina y el Caribe, las
iniciativas para el fortalecimiento institucional de los
ministerios de finanzas y los organismos tributarios
cuentan con el respaldo de los bancos multilaterales de
desarrollo y del Gobierno de los Estados Unidos, por
medio de la Oficina General de Contabilidad estado-
unidense y de la Agencia de los Estados Unidos para
el Desarrollo Internacional (USAID). Ya en las décadas
de 1920 y 1930, Estados Unidos prestó asistencia téc-
nica a países latinoamericanos para que instituyeran
bancos centrales y modernizaran sus sistemas financie-
ros gubernamentales (Drake, 1989). Las misiones
Kemmerer a los países andinos ayudaron a crear ofi-
cinas de contraloría y auditoría sólidas, responsables
de la contabilidad y auditoría central de las finanzas
del gobierno. Del mismo modo, desde comienzos de
la década de 1990 el Banco Mundial, el BID y la USAID
han ayudado a los países latinoamericanos a moderni-
zar su administración financiera mediante el estable-
cimiento de sistemas de gestión integrados (Dorotinsky
y Matsuda, 2002). A lo largo de esa década, Argenti-
na, Bolivia, El Salvador, Guatemala, Honduras, Nica-
ragua y Venezuela recibieron préstamos y donaciones
para asistencia técnica destinados a mejorar sus siste-
mas de gestión financiera gubernamental.
En este ensayo se analizan los préstamos del BID
a las instituciones de control presupuestario y de ren-
dición de cuentas de las finanzas públicas en América
Latina y el Caribe, principalmente los otorgados a
entidades fiscalizadoras superiores y a parlamentos
nacionales. El respaldo del BID a la consolidación de
los organismos de auditoría externa y de las comisio-
nes de presupuesto parlamentarias forma parte de ac-
ciones más amplias destinadas a mejorar la adminis-
tración financiera del sector público en los países pres-
tatarios. No obstante, en este trabajo se argumenta que
la segunda fase de reformas económicas obliga a tra-
zar nuevos planes para fortalecer las instituciones vin-
culadas a la gobernabilidad de las finanzas públicas
(Krueger 2000), lo que implica considerar los factores
de economía política que determinan la reforma de la
gobernabilidad y el desarrollo institucional. En concre-
to, para asegurar una mayor supervisión y más inte-
gridad en la gestión de las finanzas públicas es preci-
so acrecentar los vínculos funcionales entre las insti-
tuciones que participan en el proceso presupuestario y
el sistema de control nacional.
El presente trabajo consta de cuatro secciones. A
continuación, en la sección II se examina brevemente
el nuevo enfoque de los organismos financieros inter-
nacionales frente a la gestión de las finanzas públicas,
que hace hincapié en la transparencia y la rendición de
3 Véase DFID (2001 y 2002), Brobäck y Sjölander (2002) y PEFA
(2003).
4 Véase www.pefa.org.
5 Véase, en particular, Centro Anticorrupción Utstein, www.u4.no.
Para más información sobre proyectos financiados por donantes
véase también www.respondanet.com.
6 Cabe señalar que, paradójicamente, el Tribunal de Cuentas Euro-
peo no ha podido certificar las cuentas de la Unión Europea en los
últimos ocho años. Esto refleja la dificultad para remediar las
disfunciones estructurales de los sistemas de administración finan-
ciera.
7 Support for Improvement in Governance and Management in
Central and Eastern European Countries.
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cuentas. En la sección III se analiza el otorgamiento
de préstamos en condiciones favorables a las entida-
des fiscalizadoras superiores y a los parlamentos de
América Latina y el Caribe por parte del BID. Se argu-
menta que existen posibilidades aún inexploradas de
aumentar la eficacia de las entidades fiscalizadoras
superiores y los parlamentos nacionales en la elabora-
ción del presupuesto público, lo cual supone conside-
rar la economía política de la reforma institucional.
Además de mayores recursos técnicos y eficiencia
operativa, la segunda generación de reformas requiere
el fortalecimiento de la independencia política y la
autonomía financiera de las entidades fiscalizadoras
superiores, así como la promoción de vínculos más
eficaces entre éstas y las comisiones parlamentarias de
cuentas públicas. La sección IV, por último, ofrece
algunas observaciones sobre los aspectos políticos de
la rendición de cuentas en las finanzas públicas.
II
Repensar la rendición de cuentas en
las finanzas públicas
Los organismos de rendición de cuentas del sistema
financiero público son un elemento esencial del nue-
vo paradigma de la economía del desarrollo y deter-
minan los recursos necesarios para llevar a cabo refor-
mas económicas de segunda generación más allá del
Consenso de Washington (Krueger, 2000; Kuczynski
y Williamson, 2003; Santiso, 2004c y 2003a). En la
primera fase de la reforma, las prescripciones norma-
tivas del Consenso de Washington impulsaron el pre-
dominio del poder ejecutivo en la elaboración del pre-
supuesto público y la formulación aislada de políticas
económicas. Sin embargo, el abuso del gobierno por
decreto efectuado por presidentes fuertes, así como la
delegación de la autoridad legislativa, con frecuencia
llevaron a neutralizar los mecanismos de rendición de
cuentas, a cooptar a las entidades fiscalizadoras supe-
riores y a restringir el papel de los parlamentos en el
proceso presupuestario (Santiso, 2001a y 2001b). En
consecuencia, las reformas de segunda generación que
se promueven en la actualidad suponen restablecer los
mecanismos que aseguran transparencia, supervisión y
rendición de cuentas en la elaboración y gestión del
presupuesto.
1. Gobernabilidad y finanzas públicas
El buen gobierno es un factor clave para que un país
logre un desarrollo económico y social sostenible. El
interés de los organismos financieros internacionales
por enfrentar los dilemas de gobernabilidad en los
países en desarrollo obedece en gran medida a la ne-
cesidad urgente de abordar las causas estructurales de
la corrupción. Este flagelo se convirtió en una preocu-
pación fundamental para el Banco Mundial en 1996,
cuando James Wolfensohn, entonces su nuevo presi-
dente, comprometió a la organización a combatir el
“cáncer de la corrupción”, cuyos efectos corrosivos en
la gestión económica y en la eficacia de la asistencia
son hoy bien conocidos. El Banco Mundial, por lo
tanto, comenzó a respaldar programas para fortalecer
el Estado de derecho, los sistemas judiciales, los sis-
temas de administración de las finanzas públicas y los
mecanismos parlamentarios de supervisión de las cuen-
tas públicas (Banco Mundial, 2000). Asimismo, en
1997 adoptó la estrategia de incorporar medidas antico-
rrupción en todas sus políticas y prácticas crediticias.
Según la definición estándar del Banco Mundial,
el concepto de gobernabilidad expresa ‘la manera en
que se ejerce el poder en la administración de los re-
cursos económicos y sociales de un país para alcanzar
el desarrollo’ (Banco Mundial, 1992, p. 1).8 Abarca la
forma de régimen político, el proceso mediante el cual
se ejerce la autoridad en la administración de los re-
cursos económicos y sociales para el desarrollo, y la
capacidad de los gobiernos para idear, formular y apli-
car políticas y desempeñar funciones. Sin embargo, ‘la
importancia de la credibilidad y el compromiso del
gobierno en materia de reformas de política se ha
dejado de lado como condición fundamental para la
eficacia de las reformas económicas’ (Ahrens, 2001,
8 En este artículo, las citas entre comillas simples han sido traduci-
das del inglés.
R E V I S T A  D E  L A  C E P A L  8 3  •   A G O S T O  2 0 0 4
LOS PRESTAMOS DEL BID A LAS INSTITUCIONES DE CONTROL PRESUPUESTARIO • CARLOS SANTISO
175
p. 75). La credibilidad de la política económica depen-
de en gran medida de la eficacia de los mecanismos
de rendición de cuentas (Haggard y McCubbins, 2001;
Santiso, 2004a).
2. Aproximaciones a la reforma de la goberna-
bilidad
El concepto de gobernabilidad plantea dificultades a
los bancos multilaterales de desarrollo, que no quie-
ren ser considerados políticos y por eso adoptan la
doctrina de la neutralidad (Santiso, 2001c y 2004d).
Uno de los temas más conflictivos es la distinción entre
los aspectos económicos y políticos de la gobernabi-
lidad. Aunque el Banco Mundial reconoce que el con-
cepto es intrínsecamente político, hace hincapié en que
su propia participación mediante préstamos, asistencia
técnica y asesoramiento en materia de políticas se
encuadra solamente en dimensiones económicas. No
obstante, señala que la naturaleza del sistema político
está fuera del alcance del mandato establecido en el
Convenio Constitutivo de la institución. En forma
análoga, el Banco Asiático de Desarrollo (BASD), que
fue el primer banco regional en adoptar una política
de gobernabilidad en 1995, define la “buena
gobernabilidad” como “una acertada gestión para el
desarrollo” basada en cuatro “pilares” interrelaciona-
dos: rendición de cuentas, transparencia, predictibilidad
y participación. Para el BAsD, “buena gobernabilidad
es buen gobierno” (BAsD, 1995 y 1999). El Banco
Africano de Desarrollo (BAfD) tiene una concepción
parecida (BAfD, 2000).
El enfoque del BID con respecto a la reforma es-
tatal y la modernización del sector público tiene va-
rios rasgos en común con el del Banco Mundial, en
particular su sesgo técnico (Santiso, 2000). En teoría,
y del mismo modo que el Banco Europeo de Recons-
trucción y Desarrollo (BERD, 1992), el BID adopta un
punto de vista político más explícito frente a la refor-
ma de la gobernabilidad y, en general, es menos rea-
cio a involucrarse en áreas políticamente sensibles y
hacer frente a la economía política del desarrollo
institucional. La expansión de su mandato en 1994
amplió sus objetivos políticos, que ahora incluyen la
consolidación de la democracia. La política del BID
sobre la modernización del Estado se articuló por pri-
mera vez en 1996 y se actualizó en 2003 para incor-
porar aspectos relacionados con la economía política
de la reforma, en particular los sistemas de partidos,
las normas electorales y las relaciones entre los pode-
res ejecutivo y legislativo (BID, 2003). Las autoridades
del banco reconocen que la política influye en el de-
sarrollo y que, en consecuencia, sus préstamos y su
asistencia técnica deberían abordar más activamente
consideraciones de economía política (Payne, Zovatto
y otros, 2002).
Es innegable que la introducción de la agenda de
gobernabilidad llevó a las instituciones financieras
internacionales a ampliar el alcance de sus interven-
ciones y adentrarse en territorios inexplorados, entre
ellos la reforma judicial, el fortalecimiento parlamen-
tario y la lucha contra la corrupción. Entre 1996 y
2000, el Banco Mundial inició más de 600 programas
e iniciativas relacionados con la gobernabilidad en 95
países, y de 1997 a 1998 llevó a cabo 169 programas
de reforma de la administración civil del Estado en 80
países. Según estimaciones recientes, también empren-
dió 126 proyectos de reforma del sector público en
América Latina entre 1982 y 2002, por un total de
12.000 millones de dólares (Fuhr y Krause, 2003). La
mayoría de estos proyectos, generalmente vinculados
a políticas que hacen hincapié en la reforma fiscal, se
concentran en la elaboración del presupuesto público
y la gestión financiera del gobierno. En forma análo-
ga, la reforma legal y judicial se ha convertido en un
componente medular de la cartera de proyectos del
Banco Mundial vinculados a la gobernabilidad
(Santiso, 2004d). A partir de 1991, el Banco Mundial
ha financiado 480 proyectos en 84 países que se rela-
cionan con elementos de reforma legal y judicial, o los
incluyen, por un valor de 380 millones de dólares. Y
entre 1991 y 2001 aprobó 35 proyectos dedicados
exclusivamente a la reforma judicial.9 También ha es-
tablecido instrumentos de crédito con fines específicos
y ha actualizado su propia capacidad para evaluar el
desempeño judicial y promover la reforma judicial,
para lo cual ha realizado evaluaciones del sector judi-
cial desde 1994 y estudios institucionales y de
gobernabilidad más exhaustivos desde 1999.
Del mismo modo, entre 1993 y 2001 el BID apro-
bó 18 préstamos y 65 operaciones de cooperación téc-
nica para reformar los sistemas judiciales y moderni-
zar la administración de justicia en 21 de sus 26 paí-
ses miembros. Dichas operaciones representaron una
inversión de 461 millones de dólares (Biebesheimer y
Payne, 2001; Santiso, 2003b).
9 La Vicepresidencia Legal del Banco ha brindado asesoría legal a
más de 87 países en más de 45 áreas especializadas desde 1986. La
capacitación en materia de reforma legal y judicial también se ha
convertido en una actividad principal del World Bank Institute (WBI).
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En 1996, la Junta de Gobernadores del Fondo
Monetario Internacional (FMI) también exhortó a la
institución a promover la ‘gobernabilidad en todos sus
aspectos, lo que implica velar por el imperio de la ley,
mejorar la eficiencia y la rendición de cuentas en el
sector público y combatir la corrupción, como elemen-
tos indispensables de un marco en el cual las econo-
mías puedan prosperar’. Desde entonces, el papel del
FMI en materia de gobernabilidad se ha ampliado con-
siderablemente, para incluir factores de transparencia,
rendición de cuentas y predictibilidad de las finanzas
públicas (FMI, 1997 y 2001). El Fondo ha expresado
su estrategia de reforma de la gobernabilidad bajo el
manto neutral de su pericia técnica, concentrándose en
aquellos aspectos económicos de la gobernabilidad que
podrían tener consecuencias macroeconómicas impor-
tantes y que afectan la aplicación de las reformas eco-
nómicas. En 1997, la institución adoptó normas que
especificaban que sólo se involucraría “en los aspec-
tos económicos de la gobernabilidad” (FMI, 1997, p. 3),
a saber, la transparencia de las cuentas del gobierno,
la eficacia de la administración de los recursos públi-
cos y la estabilidad del marco regulatorio para la acti-
vidad del sector privado. No obstante, la posición del
FMI con respecto al contexto político de los países pres-
tatarios continúa siendo ambigua, como lo demuestra
su actuación respecto de Indonesia o Argentina.
Que el FMI se involucre en la reforma de la
gobernabilidad interna de un país se debe en parte al
nuevo papel que el Fondo desempeña en la adminis-
tración de la cuenta de capital y a su promoción del
ajuste estructural desde la década de 1980. Estas nue-
vas funciones implican necesariamente una participa-
ción más constante en la reforma de las políticas de
los países prestatarios, más allá del manejo de crisis
pasajeras. La supervisión, los créditos y la asistencia
técnica son las principales vías por las que el FMI fo-
menta la buena gobernabilidad. En cuanto a la super-
visión, el Fondo ha promovido enérgicamente
estándares y códigos de buenas prácticas por medio de
consultas conforme al Artículo IV de su Convenio
Constitutivo, sobre todo respecto de asuntos fiscales.
Desde fines de la década de 1990, el FMI ha reco-
nocido la importancia de la transparencia en la admi-
nistración de la política monetaria y financiera; en 2001
adoptó un Código de buenas prácticas de transparen-
cia fiscal.10 El cumplimiento de estos estándares por los
países se evalúa en los Informes sobre observancia de
códigos y normas (IOCN). Hasta fines de junio de 2002
se habían elaborado 264 informes referentes a 80 paí-
ses, de los cuales se han publicado 193. Estos instru-
mentos de diagnóstico complementan a los del Banco
Mundial que evalúan la calidad de los procesos de las
finanzas públicas, entre ellos los exámenes del gasto
público (PER) y las evaluaciones de la capacidad finan-
ciera de los países (CFAA). Aunque tienen diferentes
mandatos y desempeñan distintas funciones, las insti-
tuciones financieras internacionales están procurando
coordinar y armonizar mejor sus instrumentos de eva-
luación a lo largo del ciclo de las finanzas públicas,
desde la recaudación de los ingresos hasta la adminis-
tración de los gastos (PEFA, 2003).
3. Control presupuestario
Los parlamentos y las entidades fiscalizadoras exter-
nas cumplen un papel destacado en la elaboración del
presupuesto nacional, la rendición de cuentas en las
finanzas públicas y el control de la corrupción en la
nueva estrategia de modernización del Estado adopta-
da por el BID en julio de 2003.11 Después de una pri-
mera ola de reformas que se concentraban en la efi-
ciencia y efectividad de los sistemas de gestión finan-
ciera gubernamentales dentro del ejecutivo, la nueva
estrategia reconoce la importancia fundamental de los
mecanismos de transparencia y supervisión externa en
el proceso presupuestario. El papel de los parlamen-
tos nacionales en esta materia está siendo redescubierto
en la región.
En su esfuerzo por consolidar la gobernabilidad
democrática, el BID (2003) hace hincapié en la necesi-
dad de “reforzar la capacidad institucional del poder
legislativo”, especialmente mediante el respaldo a pro-
gramas concebidos para “el fortalecimiento de siste-
mas de asesoría técnica que mejoren la calidad de las
leyes y ayuden a que la función presupuestaria, de fis-
calización y control se ejerza sobre bases técnicas y
objetivas” (p. 12). Además, la estrategia permite al BID
brindar asistencia para “el incremento de la capacidad
técnica e independencia funcional de las instituciones
10 El FMI ha definido doce áreas clave, entre ellas contabilidad, fis-
calización, anticorrupción, supervisión bancaria, gobernabilidad,
transparencia fiscal y transparencia de las políticas monetaria y fi-
nanciera.
11 La estrategia se concentra en cuatro áreas de intervención prio-
ritaria: el sistema democrático; el imperio de la ley y la reforma de
la justicia; el Estado, los mercados y la sociedad, y la gestión pú-
blica.
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de control del desempeño de los poderes públicos,
como Contralorías, Tribunales de cuentas, Auditorías,
Defensorías, Fiscalías y Procuradorías” (p. 13).
Los parlamentos y las entidades fiscalizadoras su-
periores, en su calidad de tales, deben considerarse
como elementos clave de los sistemas de control na-
cionales. El BID reconoce que “los órganos de fiscali-
zación, supervisión y control no siempre tienen la in-
dependencia, objetividad y capacidad técnica que les
permitan velar por la observancia de la ley...” (BID,
2003, p. 5). “Los problemas de corrupción son de al-
guna forma expresión de la debilidad del Estado de de-
recho en su conjunto, pero llaman la atención también
sobre la debilidad de la administración financiera del
Estado” (p. 5). El enfoque del BID subraya la necesi-
dad de “fortalecer la capacidad fiscal del Estado y
mejorar la eficiencia y la transparencia de la gestión
del gasto” y de implantar “sistemas integrales de ges-
tión financiera y contable y el fomento de la transpa-
rencia al público de la información fiscal” (p. 18).
III
Otorgamiento de préstamos a instituciones
de control presupuestario
En los últimos años, las instituciones financieras inter-
nacionales han “redescubierto” la importancia del tema
del presupuesto público y, en especial, del papel de los
parlamentos y las entidades fiscalizadoras externas en
la gestión presupuestaria. En consecuencia, se está
reevaluando el aporte de las instituciones legislativas
a la formulación y supervisión de políticas presupues-
tarias, y se reconoce cada vez más que ellas son esen-
ciales para asegurar la rendición de cuentas por parte
del gobierno y la integridad de la gestión de las finan-
zas públicas. Se ha recalcado especialmente la impor-
tancia de las comisiones parlamentarias de presupues-
to y cuentas públicas, sobre todo en los sistemas pre-
sidenciales. Las mejores prácticas para la transparen-
cia presupuestaria establecidas por la Organización de
Cooperación y Desarrollo Económicos (OCDE, 2001a)
incluyen consideraciones sobre el papel de los parla-
mentos en el proceso presupuestario, con lo cual lle-
van la delantera al Código de buenas prácticas de trans-
parencia fiscal del FMI, que tiende a limitarse a la ges-
tión presupuestaria dentro del poder ejecutivo. Esta
limitación también es evidente en el respaldo que brin-
dan los organismos financieros internacionales a los
países en transición para reformar sus procedimientos
presupuestarios. En efecto, la asistencia técnica ha ten-
dido a concentrarse ya sea en el lado del gasto, al pres-
tar apoyo a las oficinas de los primeros ministros y los
ministerios de finanzas, o bien en el lado de la recau-
dación, al brindar asesoramiento sobre reformas
tributarias y reforzar la capacidad de la autoridad
tributaria.
No obstante, los bancos multilaterales de desarro-
llo comenzaron recientemente a aumentar su respaldo
a las instituciones que formulan y supervisan las polí-
ticas presupuestarias, para lo cual han colaborado con
las entidades fiscalizadoras superiores y los parlamen-
tos nacionales. Aunque los programas de esos bancos
continúan estando limitados por cierto sesgo técnico
que les impide abordar temas de gobernabilidad deli-
cados, como los vínculos insatisfactorios entre los tri-
bunales de cuentas y las comisiones parlamentarias de
cuentas públicas, la situación está empezando a cam-
biar. En efecto, las relaciones disfuncionales entre los
componentes individuales de los sistemas de control e
integridad en las finanzas públicas merman la eficacia
de los mecanismos de control externos y los de super-
visión parlamentaria del presupuesto en América La-
tina; en general, dichos componentes tienden a actuar
de manera aislada. Esto permitió que la corrupción
floreciera casi sin limitaciones en países como Argen-
tina durante la presidencia de Carlos Menem (1989-
1999), o Perú durante el gobierno de Alberto Fujimori
(1990-2000), debido a que las instituciones encarga-
das de asegurar la integridad y la adecuada rendición
de cuentas fueron particularmente vulnerables a la
cooptación.
En última instancia, como se argumenta en este
ensayo, la eficacia de los sistemas nacionales que ve-
lan por la integridad y probidad en las finanzas públi-
cas depende en gran medida de la sinergia entre sus
diversos componentes, a saber: los sistemas contables
gubernamentales, los mecanismos de auditoría interna,
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ban el presupuesto estatal) y en el control de la ejecu-
ción del presupuesto (por medio de la comisión de
cuentas públicas). Un primer conjunto de iniciativas
respaldadas por el BID tiene como objetivo reforzar las
estructuras internas y procedimientos de esas asam-
bleas que dan forma al proceso legislativo. Hace hin-
capié en las comisiones parlamentarias involucradas en
el proceso presupuestario, en la etapa de aprobación o
de supervisión (es decir, las comisiones de presupues-
to y de cuentas públicas). Las comisiones de cuentas
públicas, consideradas ahora una importante institución
presupuestaria, son un vínculo esencial entre la respon-
sabilidad del parlamento de asegurar la rendición de
cuentas del gobierno en materia de finanzas públicas
y la función de contraloría externa realizada por las
entidades fiscalizadoras superiores (Wehner, 2002). Un
segundo conjunto de iniciativas del BID apunta a acre-
centar la capacidad de los parlamentos para efectuar
un análisis presupuestario independiente, para lo cual
ayuda a establecer o reforzar centros de investigación
parlamentarios y oficinas presupuestarias que asesoran
a las comisiones de cuentas públicas. Las operaciones
de crédito del BID han sido relativamente exitosas en
ayudar a los parlamentos a mejorar sus servicios de
investigación y asesoramiento. En el caso de Venezue-
la, han contribuido a la creación de oficinas de presu-
puesto parlamentarias, aunque éste es un ejemplo ais-
lado.
El fortalecimiento de las potestades presupuesta-
rias de los parlamentos también refleja un desplaza-
miento gradual de poder entre la rama ejecutiva y la
legislativa en los sistemas de gobierno presidenciales
latinoamericanos. Las asambleas legislativas se están
volviendo más fuertes, a medida que ganan terreno los
partidos de oposición. Aunque históricamente estuvie-
ron dominadas por mayorías pertenecientes al partido
gobernante o relacionadas con él, esto ha comenzado
a cambiar y muchos presidentes ya no controlan las
mayorías legislativas. Esta nueva dinámica de las re-
laciones entre el ejecutivo y el legislativo tiene un
efecto considerable en la formulación de políticas eco-
nómicas y la elaboración del presupuesto público. Las
asambleas legislativas están reafirmando gradualmen-
te sus facultades de control del presupuesto, en parte
como resultado de la asertividad adquirida reciente-
mente por la oposición parlamentaria. La situación de
gobierno dividido, en la que el presidente ya no con-
trola a la asamblea legislativa, se está generalizando
cada vez más en la región, y crea nuevas restricciones
a las facultades discrecionales del poder ejecutivo en
la elaboración del presupuesto público. La ola de
las entidades de control externas, los tribunales admi-
nistrativos y penales y las comisiones parlamentarias
de supervisión (Diamond, 2002). A continuación se
examina brevemente el respaldo brindado por el BID
tanto a los parlamentos nacionales como a las entida-
des fiscalizadoras superiores.
1. Préstamos a parlamentos nacionales
El fortalecimiento de la función parlamentaria es un
campo relativamente nuevo para los bancos
multilaterales de desarrollo. En la actualidad se tiene
más conciencia del papel de los parlamentos en el
proceso presupuestario y de su responsabilidad en el
proceso de rendición de cuentas por parte del
gobierno.12 Su rol en la elaboración del presupuesto es
fundamental, pues contribuyen a hacer efectivas las
responsabilidades democráticas y a proporcionar los
frenos y contrapesos necesarios para compensar la
discrecionalidad del ejecutivo en los sistemas presiden-
ciales. La tendencia general es a que el cuerpo legis-
lativo participe más en el proceso presupuestario, pero
debe demostrar que puede hacerlo de manera respon-
sable y garantizar la disciplina fiscal. Las parlamentos
latinoamericanos deben fortalecer los mecanismos
institucionales que promueven intervenciones respon-
sables desde el punto de vista fiscal.
Como muestra el cuadro 1, el BID aprobó siete
operaciones de crédito en América Latina y el Caribe
entre 1994 y 2003, por un total de 45 millones de
dólares. Este monto es parte de programas de reforma
parlamentaria que suman más de 60 millones de dóla-
res. El objetivo declarado de la financiación del BID es
afianzar las funciones representativas, legislativas y
fiscalizadoras de los parlamentos. La mayor parte de
los fondos señalados está destinada a inversiones en
áreas como la creación de infraestructura física, mejo-
ra de la tecnología de la información y gestión de re-
cursos humanos.
Una característica destacada de los préstamos del
BID a este sector es su interés especial en aumentar la
participación del parlamento en el proceso presupues-
tario, ante todo mejorando el trabajo de las comisio-
nes, su planificación estratégica y su capacidad de in-
vestigación. Las asambleas legislativas son institucio-
nes fundamentales en la formulación de la política
presupuestaria (por medio de las comisiones que aprue-
12 Véase Krafchik y Wehner (1998), OCDE (2001b), Manning y
Stepenhurst (2002) y Wehner (2003).
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activismo legislativo en el proceso presupuestario en
México se debe en parte al surgimiento de una oposi-
ción asertiva después que el Partido Revolucionario
Institucional, que había detentado el poder por muchos
años, perdiera en 1977 la mayoría en el parlamento
(Carbonell, 2002; Weldon, 2002). En Brasil, el parla-
mento ha sido tradicionalmente el escenario privilegia-
do para introducir asignaciones y modificaciones pre-
supuestarias con fines electorales (Samuels, 2002). In-
cluso en Argentina, país con partidos relativamente dis-
ciplinados, la elaboración del presupuesto público ha
sido en los últimos tiempos objeto de más conflictos
y regateos que en el pasado (Eaton, 2002; Jones, 2001).
El caso de México es ilustrativo. Desde 1997, este
país ha llevado a cabo una serie de reformas
institucionales orientadas a fortalecer el papel del par-
lamento en la formulación y supervisión de las políti-
cas presupuestarias. En 1998 se elevó la capacidad
técnica para el examen independiente del presupuesto
con el establecimiento en la cámara baja del Centro de
Estudios en Finanzas Públicas (CEFP), bien dotado de
recursos humanos y financieros. La capacidad de in-
vestigación del parlamento mexicano ya era relativa-
mente importante en esa época, porque existían el
Servicio de Investigación y Análisis (SIA) de la biblio-
teca parlamentaria y el Instituto de Investigaciones
Legislativas del Senado de la República (IILSEN), crea-
do en 1985 para brindar asesoramiento técnico gene-
ral al Senado. En consecuencia, el parlamento está
ahora mejor equipado que antes para cumplir con sus
responsabilidades presupuestarias. Cabe señalar que
uno de los principales obstáculos para la participación
legislativa en el proceso presupuestario suele residir en
su incapacidad para involucrarse en él, más que en
restricciones a las facultades presupuestarias del par-
lamento. Vemos así que al evaluar el papel real de las
asambleas legislativas en la el control presupuestario
es preciso tener en cuenta las capacidades técnicas con
que cuentan. En 1999, después de cuatro años de ne-
gociaciones, se estableció una oficina de contraloría
externa para asistir al parlamento en la supervisión de
las finanzas públicas federales y la certificación de las
cuentas públicas. La Auditoría Superior de la Federa-
ción (ASF) fue creada como organismo asesor de la
cámara baja del parlamento, para ayudar en el examen
de la instrumentación del presupuesto y la certificación
de las cuentas públicas del gobierno federal. En 2000,
el parlamento también aprobó la Ley Superior de Fis-
calización de la Federación. Como se dijo más atrás,
el surgimiento de una oposición parlamentaria efecti-
va como resultado de las elecciones de 1997 —oposi-
ción que a la larga derrotó en las elecciones de 2000
al que fuera durante mucho tiempo el partido gober-
nante— aumentó considerablemente los incentivos y
las capacidades para que el poder legislativo efectuara
una fiscalización presupuestaria eficaz.
El reconocimiento cada vez mayor de la impor-
tancia de los parlamentos en el control eficaz del
CUADRO 1
América Latina: Préstamos del Banco Interamericano de
Desarrollo a parlamentos nacionales
Año País Título  Cantidad (millones de dólares) Años
Total Préstamo Financiación de Período de
del BID  contrapartida desembolso
2003 Perú Programa de fortalecimiento institucional
del Congreso peruano 10 7 3 4,5
2000 Honduras Modernización del Congreso hondureño 3,25 2,60 0,65 4
2000 República Programa para modernizar el Congreso Nacional y la 28 22,30 5,70 3
Dominicana Contraloría General (25,55)a
1999 Colombia Modernización del Congreso de la República 10 6 4 ...
1999 El Salvador Modernización y fortalecimiento de la asamblea legislativa 4,40 3,50 0,90 4
1996 Panamá Proyecto para modernizar la asamblea legislativa 4,10 2,80 1,30 4
1994 Perú Desarrollo institucional del poder legislativo 3,74 2,70 1,04 ...
Total 61,04
Fuente: Sobre la base de proyectos aprobados hasta octubre de 2003, www.iadb.org.
a Cantidad asignada al parlamento.
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presupuesto, permite a éstos acceder a fuentes de aná-
lisis independientes, en lugar de depender de los datos
proporcionados por el gobierno. El acceso a la infor-
mación presupuestaria es estratégico, dado que es la
oposición la que tiene mayores alicientes para aumen-
tar los recursos con que cuenta el parlamento para ana-
lizar el presupuesto y fiscalizar eficazmente el desem-
peño gubernamental (Messick, 2002; Rubio Llorente,
1993). Contar con personal profesional capaz y con
conocimiento experto dentro del poder legislativo es
condición necesaria para que las asambleas legislati-
vas puedan ejercer sus funciones de fiscalización de
manera adecuada y responsable. La falta de funciona-
rios profesionales y la ausencia o debilidad de los ser-
vicios de asesoramiento a las comisiones parlamenta-
rias son graves obstáculos para llevar a cabo con efi-
cacia las funciones presupuestarias de las asambleas
legislativas. Los parlamentarios, incluidos los que per-
tenecen a las comisiones de presupuesto y cuentas
públicas, tienen sus propios asesores políticos. Sin
embargo, las comisiones parlamentarias permanentes
carecen de los servicios de asesoría e investigación
necesarios y de asesores permanentes técnicamente
calificados y con memoria institucional. Esto también
está comenzando a cambiar. Aunque menos poderosas
que la Oficina Congresional del Presupuesto (Estados
Unidos), hoy tienden a aparecer poco a poco incipien-
tes oficinas de presupuesto en los parlamentos de toda
América Latina. Esto se debe al reconocimiento cada
vez mayor tanto de las deficiencias actuales en este
campo como del aporte que pueden hacer los parlamen-
tos a la fiscalización presupuestaria. Chile, México y
Venezuela ya tienen incipientes oficinas parlamenta-
rias de presupuesto, mientras que Argentina y Colom-
bia consideran su establecimiento.
El BID, en una actitud comprensible, se muestra
renuente a involucrarse en la reforma de la estructura
de incentivos que configuran el papel de los parlamen-
tos en el proceso presupuestario, sobre todo en lo que
se refiere a la calidad del proceso legislativo, el papel
de los partidos políticos y grupos parlamentarios, las
relaciones entre el ejecutivo y el legislativo y las nor-
mas electorales. En efecto, se trata de áreas muy com-
plejas y delicadas, que no se prestan a soluciones de
parche ni a la trasposición de respuestas institucionales.
Lo que se requiere frente a ellas es una cabal compren-
sión de los intereses e incentivos que moldean el com-
portamiento de los individuos en contextos institucio-
nales. El BID, que pertenece a los gobiernos prestata-
rios y emplea a prestigiados forjadores de políticas
originarios de la región, está en inmejorables condicio-
nes de comprender esta dinámica. Sin embargo, sus
operaciones crediticias tienden a apuntar al funciona-
miento interno de los parlamentos, y no miran la ela-
boración y fiscalización del presupuesto público como
un proceso integral. De esto resulta que con frecuen-
cia esas operaciones no logran generar el efecto
sistémico que podrían tener sobre la calidad del pro-
ceso presupuestario y el papel del parlamento en la
fiscalización del presupuesto público.
La naturaleza del régimen político y la calidad del
sistema político partidario, según se reconoce de ma-
nera creciente, son variables clave. En particular, ‘los
partidos opositores son los que tienen el mayor incen-
tivo para controlar al gobierno’ (Messick, 2002, p. 2)
y garantizar la fiscalización efectiva de la administra-
ción financiera gubernamental. En muchos sistemas
parlamentarios, como el del Reino Unido, el presiden-
te de la comisión de cuentas públicas es un represen-
tante del principal partido opositor. En última instan-
cia, el grado de cohesión y disciplina de los partidos
políticos determina en gran medida la eficacia de las
instituciones de rendición de cuentas y la calidad de las
relaciones entre el ejecutivo y el legislativo. Es compren-
sible entonces que estos sean temas extremadamente
difíciles y áreas de participación altamente conflicti-
vas para las instituciones financieras internacionales.
Un obstáculo fundamental para reforzar la fisca-
lización parlamentaria del presupuesto es que en el
parlamento sólo la oposición, de haberla, tiene interés
en hacer más eficaz esa fiscalización y, por lo tanto,
incentivos para crear o fortalecer la capacidad de la
asamblea legislativa para realizar una evaluación inde-
pendiente. El fortalecimiento de las instituciones par-
lamentarias de presupuesto debe abordarse necesaria-
mente en el marco más amplio de las relaciones entre
los poderes ejecutivo y legislativo en los sistemas de
gobierno presidenciales.
En Venezuela, por ejemplo, con el apoyo del BID
se creó en 1997 la Oficina de Asesoría Económica y
Financiera de la Asamblea Nacional (OAEF). Su objeti-
vo era mejorar los servicios de asesoramiento técnico
del parlamento en materia de política fiscal. Esta nue-
va estructura pudo aprovechar fuentes de investigación
y análisis legislativo ya existentes, como el Servicio
Autónomo de Información Legislativa (SAIL) creado en
1994. No obstante, las tensiones entre el poder ejecu-
tivo y la asamblea legislativa desde que el presidente
Hugo Chávez asumió el gobierno socavaron el funcio-
namiento de la OAEF: esta se cerró en febrero de 2000,
se reabrió en junio de ese mismo año al reactivarse el
préstamo del BID que había sido suspendido, y en 2002-
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2003 estuvo nuevamente bajo presión (Rojas y
Zavarce, 2004). El caso de Venezuela es de particular
interés, porque allí el BID se convirtió, quisiéralo o no,
en un actor en la pugna entre el poder ejecutivo y el
legislativo por las potestades presupuestarias.
2. Préstamos a entidades fiscalizadoras superio-
res
Prestar a las entidades fiscalizadoras superiores es tam-
bién algo relativamente nuevo para los bancos
multilaterales de desarrollo (Llanos, 2002). En teoría,
estas entidades actúan como un mecanismo de control
fundamental para garantizar que el gobierno responda
por la manera en que administra las finanzas públicas.
Son instituciones estatales independientes, responsables
de fiscalizar el desempeño del gobierno y las cuentas
públicas y, en algunos casos, de supervisar el sistema
de auditoría interna.13 Aunque se ha avanzado mucho
en los últimos años para mejorar el cumplimiento de
las disposiciones legales y financieras en el gasto gu-
bernamental, todavía queda mucho por hacer para ase-
gurar la evaluación adecuada del desempeño del go-
bierno y el efectivo control externo de la ejecución del
presupuesto. En muchos países latinoamericanos estas
tareas continúan siendo deficientes y los informes de
auditoría externa no logran mejorar el proceso de ela-
boración del presupuesto.
Hace relativamente poco que los bancos multilate-
rales de desarrollo comenzaron, aunque modestamen-
te, a prestar ayuda a las auditorías generales y a refor-
zar las entidades fiscalizadoras superiores. El respal-
do del BID a estas instituciones ha creado expectativas
en muchos países, porque tiene lugar en una etapa
fundamental del proceso de reforma y modernización
del Estado. A medida que los países entienden que la
existencia de instituciones sólidas de rendición de
cuentas es fundamental para asegurar una gestión acer-
tada de las finanzas públicas y la eficacia de los me-
canismos anticorrupción, sobre todo en los sistemas de
gobierno presidenciales de América Latina, el apoyo
del BID a las entidades fiscalizadoras superiores se in-
serta en el contexto más amplio del fortalecimiento de
la administración financiera gubernamental. En tal
calidad los préstamos del BID constituyen un poderoso
mecanismo para afianzar la mano de los reformadores.
El caso de Chile es particularmente ilustrativo, porque
el plan de financiación de 25 millones de dólares acor-
dado con el BID en 2001 ha permitido a la entidad
fiscalizadora superior chilena desarrollar su programa
de consolidación institucional, lo que habría sido im-
posible sin ese respaldo. Desde 1993, el BID ha apro-
bado nueve operaciones crediticias para el fortaleci-
miento institucional de las entidades fiscalizadoras
superiores latinoamericanas, por más de 50 millones
de dólares en el contexto de proyectos con este propó-
sito por más de 90 millones de dólares, mientras se tra-
mitan dos nuevas operaciones por más de 12 millones
de dólares. Al aprobarse estas últimas, la cartera de
préstamos alcanzaría a unos 65 millones de dólares
(cuadro 2). Estos créditos, si bien siguen siendo con-
siderados “innovadores” —y por lo tanto, “pilotos”—
por el BID, se han ido intensificando desde el año 2000.
No obstante, la dimensión financiera de estas
operaciones varía de un país a otro, tanto en términos
absolutos como relativos. En consecuencia, las expec-
tativas acerca de sus resultados deben ser realistas. El
cuadro 3 muestra la contribución de los préstamos del
BID al presupuesto de las entidades fiscalizadoras su-
periores en Brasil, Chile, Colombia y Nicaragua.
Hay varios aspectos que merecen destacarse. En
primer lugar, los préstamos bilaterales representan sólo
una parte del presupuesto de las instituciones beneficia-
rias, pero aun así esa parte puede ser considerable en
algunos casos. Mientras que en Nicaragua el BID contri-
buye con casi el 30% del presupuesto anual de las en-
tidades fiscalizadoras superiores, en Brasil la cifra ape-
nas llega al 1%. En Chile y Colombia los préstamos del
BID representan alrededor del 18% y el 11%, respecti-
vamente, del presupuesto anual de esas entidades. Como
era de esperarse, la cifra tiende a ser más alta en países
más pequeños, pues el BID considera estos proyectos
como “préstamos innovadores”. En segundo lugar, las
asignaciones presupuestarias a las entidades
fiscalizadoras superiores han tendido a aumentar en los
últimos años, aunque su porción del presupuesto nacio-
nal continúa siendo pequeña: en Brasil, el presupuesto
del Tribunal de Cuentas de la Unión representa sólo el
0,08% del presupuesto federal (TCU, 2002, p. 38). En
tercer lugar, la financiación de contrapartida suele ser
considerable, como lo es en Brasil (50%), Chile (40%)
o Colombia (45%). Estos últimos dos aspectos reflejan
la importancia cada vez mayor que los gobiernos nacio-
nales adjudican al fortalecimiento de las funciones de
auditoría externa. Por tanto, al evaluar los resultados de
13 En algunos países, las entidades fiscalizadoras superiores tam-
bién actúan como organismo supervisor de la auditoría interna del
gobierno. Aunque este ensayo se concentra en la auditoría externa,
cabe señalar que los vínculos (o ausencia de ellos) entre las funcio-
nes de auditoría internas y externas son fundamentales (Diamond,
2002).
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CUADRO 2
América Latina: Préstamos del Banco Interamericano de Desarrollo
a entidades fiscalizadoras superiores nacionales
Año País Título  Cantidad (millones de dólares)
Total Préstamo Financiación de Período de
del BID  contrapartida ejecución
(años)
2004 Perúa Modernización de la Contraloría General y 14,50 10,15 4,3 4
desconcentración del sistema nacional de control
2002 Brasil Modernización del Tribunal de Cuentas de la Unión 10 5 5 3
2002 Chile Modernización de la Contraloría General de la República 25 15 10 4,5
2002 Nicaragua Programa de Modernización de la Contraloría General 6 5,40 0,60 4
de la República
2000 Colombia Fortalecimiento de la Contraloría General de la República 42 23 19 4
(CGR) y la Auditoría General de la República
2000 Hondurasd Fortalecimiento y modernización de la Dirección de 3 2,5 0,50 …
Probidad Administrativa
2000 República Programa para modernizar el Congreso Nacional y la 2,45 2,45 … 3
Dominicana Contraloría General  (28) c
b
1999 El Salvador Modernización y fortalecimiento del Tribunal de Cuentas 4 … … …
1994 Uruguay Modernización del Tribunal de Cuentas  1,50 1,41 0,09 …
1993 Caribe Entidades fiscalizadoras de los países del Caribe  0,81 0,60 0,21 …
Total 109,26 64,91
Fuente: Proyectos aprobados o en preparación hasta mayo de 2004, www.iadb.org.
a Operación de crédito en fase de aprobación.
b Monto global del proyecto para modernizar el parlamento y la entidad fiscalizadora superior.
c Cantidad asignada a la entidad fiscalizadora superior. Por ser imposible distinguir la proporción correspondiente a la contraparte local, se
asigna el total al préstamo del BID.
d Operación de crédito en fase de diseño.
CUADRO 3
América Latina: Préstamos del Banco Interamericano de Desarrollo
(Millones de dólaresa y porcentajes)
País Presupuesto anual de las Préstamos anuales del BID
entidades fiscalizadoras superiores En millones de dólares Como porcentaje del presupuesto anual
En millones de dólares  de las entidades fiscalizadoras superiores
Brasil (2003) 242,2 1,6 0,8
Chile (2002)  19,0 3,3 1,4
Colombia (2003)  54,3 5,8 1,6
Nicaragua (2002)  5,2 1,5  28,8
Fuente: Elaboración propia con datos de los informes de las entidades fiscalizadoras superiores.
a Debido a la fluctuación del dólar en los últimos años se aconseja precaución al utilizarlo como referente.
estos proyectos innovadores se debe tener en cuenta no
sólo su dimensión financiera, sino también su conteni-
do técnico y su enfoque institucional.
En general, los préstamos del BID tienden a con-
centrarse en mejorar la eficiencia administrativa de las
entidades fiscalizadoras superiores mediante el desa-
rrollo estratégico y organizacional; la gestión, capaci-
tación y formación de recursos humanos, y el mejora-
miento de la tecnología de la información, los equipos
y la infraestructura. También incluyen disposiciones
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para mejorar las relaciones con la sociedad civil. Ade-
más, los proyectos del BID hacen marcado hincapié en
perfeccionar la fiscalización del cumplimiento de las
normas legales y financieras, función central de las
entidades fiscalizadoras superiores. En algunos casos,
como el de Brasil, contienen también disposiciones res-
pecto a “iniciativas innovadoras”, especialmente audi-
torías de desempeño o ambientales, o técnicas de au-
ditoría para los organismos reguladores de servicios de
utilidad pública. Por lo demás, tales préstamos apun-
tan habitualmente a mejorar la fiscalización operacio-
nal de los programas de gobierno, especialmente en el
sector social, más que a realzar el papel de las entida-
des fiscalizadoras superiores en la fiscalización del pre-
supuesto nacional y la certificación parlamentaria de
las cuentas públicas. Se piensa, al parecer, que estas
últimas funciones centrales de dichas entidades mejo-
rarían de manera natural, aunque no automática, como
resultado o efecto secundario del fortalecimiento de
tales entidades en su conjunto.
Es entonces paradójico que los préstamos del BID
aborden sólo con renuencia los vínculos funcionales
entre las entidades fiscalizadoras superiores y las co-
misiones de cuentas públicas. Como muestra el cua-
dro 4, la eficacia final de dichas entidades fiscalizado-
ras está determinada por una serie de factores institu-
cionales, como las facultades conferidas, la autoridad
supervisora, los procedimientos para designar y desti-
tuir, y el alcance del mandato y su duración. Estas son
áreas en las que el BID es reacio a comprometerse. De
hecho, las entidades fiscalizadoras superiores en Amé-
rica Latina se caracterizan por su gran diversidad. En
Argentina, por ejemplo, el Auditor General de la Na-
ción (AGN) es un órgano colegiado que brinda asesora-
miento técnico al parlamento para asegurar la rendi-
ción de cuentas por parte del gobierno y la fiscaliza-
ción del presupuesto; su presidente es designado por
el principal grupo opositor en el parlamento. En paí-
ses como Chile, Perú o Brasil, las entidades fiscaliza-
doras superiores son nominalmente autónomas, tanto
del poder ejecutivo como del legislativo. En Brasil, el
Tribunal de Cuentas de la Unión es un órgano cole-
giado con una larga historia institucional que funge
también de tribunal administrativo. Concentra su tra-
bajo de fiscalización en verificar que se cumplan los
programas gubernamentales y las tareas de los orga-
nismos del gobierno. Por lo tanto, su principal “clien-
te” es la administración pública a la que fiscaliza. En
los países andinos, como Chile y Perú, las entidades
fiscalizadoras superiores se definen como instituciones
de gobernabilidad, independientes tanto del poder eje-
cutivo como del legislativo.
Las entidades fiscalizadoras superiores están par-
ticularmente expuestas a intromisiones políticas y a la
cooptación por intereses partidarios, sobre todo en los
sistemas de gobierno presidenciales. La experiencia de
la Contraloría General de la República de Perú entre
1993 y 2000 es ilustrativa. Una primera estrategia para
evitar tal cooptación es la de reforzar los vínculos fun-
cionales entre las instituciones de rendición de cuen-
tas de carácter horizontal, que forman parte del siste-
ma de fiscalización nacional (O’Donnell 1998;
Schedler, Diamond y Plattner, 1999). En consecuen-
cia, las consideraciones de economía política son cla-
ves para explicar la eficacia de las entidades fiscaliza-
doras superiores, concebidas como partes integrales de
los sistemas nacionales de control y de prevención de
la corrupción.
Una estrategia para impedir la cooptación de las
entidades fiscalizadoras superiores consiste en refor-
zar sus lazos con las otras instituciones que forman
parte del sistema nacional de control, especialmente el
poder judicial (tribunales administrativos y penales) y
el poder legislativo (comisiones de cuentas públicas).
Estén o no ligadas nominalmente con los parlamentos,
las entidades fiscalizadoras superiores se hallan vincu-
ladas funcionalmente con ellos en la “cadena de super-
visión de las finanzas públicas”. Esto es evidente en
el caso de Colombia, como lo refleja un esfuerzo con-
junto del BID y el gobierno colombiano para reforzar
la rendición de cuentas del gobierno, la probidad en
las finanzas públicas, la fiscalización presupuestaria y
el cumplimiento de la ley. En abril de 2003, el BID
aprobó un préstamo de 14 millones de dólares (como
parte de un programa de 20 millones de dólares) a la
Procuraduría General de la Nación, que es la oficina
judicial a cargo del control y la disciplina de los orga-
nismos públicos. Este programa completa un ciclo de
diez años de financiación para modernizar los órganos
de control y aplicación de la ley en la administración
de las finanzas públicas. En marzo de 2000 se conce-
dió un préstamo de 23 millones de dólares (como par-
te de un programa de 42 millones de dólares) a las
oficinas de la Contraloría General de la República y
la Auditoría General de la República, y en diciembre
de 1995 se destinaron 9,5 millones de dólares (como
parte de un programa de 15,7 millones de dólares) a
modernizar la administración de justicia y la Fiscalía
General de la Nación. Estos tres préstamos contaron
con una financiación de contrapartida considerable
(77,7 millones de dólares), que reflejó el compromiso
de Colombia con los programas.
Las entidades fiscalizadoras superiores brindan,
directa o indirectamente, importantes servicios de
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asesoramiento a los parlamentos en el ejercicio de sus
funciones ligadas a la rendición de cuentas. Sin embar-
go, los vínculos entre esas entidades y las comisiones par-
lamentarias de presupuesto y cuentas públicas son bas-
tante débiles, y se caracterizan, en el mejor de los casos,
por una cortés indiferencia. Los préstamos a las entida-
des fiscalizadoras superiores tienden a pasar por alto la
naturaleza disfuncional de las relaciones de tales entida-
des con los parlamentos. Aunque los préstamos del BID a
las asambleas legislativas procuran incrementar la parti-
cipación de los parlamentos en la política presupuesta-
ria, el respaldo de este banco a las entidades fiscalizadoras
superiores tiende a pasar por alto el papel que ellas de-
ben desempeñar en el control y fiscalización del presu-
puesto. Sólo en unos pocos países, como la República
Dominicana en 2000 y El Salvador en 1999, el BID con-
sideró la relación entre las entidades fiscalizadoras supe-
riores y los parlamentos, y otorgó préstamos simultáneos
a ambas instituciones. En el caso de la República Domi-
nicana ambos préstamos se fusionaron en uno.
Sin embargo, las operaciones del BID tienden a sos-
layar el contexto de gobernabilidad más amplio en el que
operan las entidades fiscalizadoras superiores, así como
los incentivos que condicionan la rendición de cuentas
en materia de finanzas públicas. Rara vez procuran po-
tenciar deliberadamente la independencia política y au-
tonomía financiera de esas entidades. Los criterios que
orientan la designación y destitución de sus integrantes
y la duración de su mandato, así como los procedimien-
tos que regulan la contratación, el ascenso o el despido
del personal profesional, son factores esenciales de una
efectiva independencia de las entidades fiscalizadoras
superiores. La aplicación de criterios de designación fe-
hacientes y la estabilidad en el cargo contribuyen a que
los integrantes de las entidades fiscalizadoras superiores
actúen con independencia. Además, contar con recursos
financieros asegurados es también condición necesaria,
aunque no suficiente, para institucionalizar a las entida-
des fiscalizadoras superiores y protegerlas de la intromi-
sión política (INTOSA, 2001).
La politización del procedimiento para designar a los
integrantes de las entidades fiscalizadoras superiores y a
su personal representa un gran obstáculo para la efectiva
independencia de estas entidades. Cuando el gobierno
controla la mayoría en el parlamento, tanto en los siste-
mas parlamentarios como en los presidenciales las desig-
naciones suelen reflejar transacciones políticas. Además,
los mandatos por períodos breves que coinciden con el
presidencial tienden a reducir los incentivos para que esos
integrantes ejerzan la independencia política que puedan
tener. En última instancia, tales incentivos individua-
les motivan el comportamiento institucional de las
entidades fiscalizadoras superiores. En Argentina,
por ejemplo, la constitución y la ley sobre adminis-
tración financiera estipulan que los auditores gene-
rales sean designados por un período renovable de
ocho años. Sin embargo, para aumentar la indepen-
dencia del órgano colegiado AGN, en 1994 se esta-
bleció mediante una reforma constitucional que su
presidente debe pertenecer al principal partido opo-
sitor. Como resultado, los presidentes del AGN cam-
bian cada vez que se modifica la mayoría en el go-
bierno. Además, debido a la extrema politización de
la administración pública, hay una alta rotación de
personal, lo que ha impedido que se consolide la ca-
pacidad técnica y el “espíritu de cuerpo” dentro de
esta entidad fiscalizadora superior. Una administra-
ción pública preparada y reconocida, que ofrezca es-
tabilidad en el cargo y perspectivas laborales razo-
nables dentro de la institución, es un factor determi-
nante para asegurar el profesionalismo en la auditoría
externa de las finanzas del gobierno.14
En general, reforzar la capacidad técnica de las
entidades fiscalizadoras superiores no significa ne-
cesariamente mejorar su eficacia, ni ha impedido que
sean cooptadas, como lo ilustra el caso de Nicara-
gua. Sin embargo, garantizar la independencia real
de esas entidades es esencial para poder hacer efec-
tivas las responsabilidades del gobierno, como se
recalcó en la declaración de principios de la Orga-
nización Internacional de las Entidades Fiscaliza-
doras Superiores (INTOSAI) en Lima en 1977, y más
recientemente en el informe del grupo de trabajo de
INTOSAI sobre la fiscalización independiente de los
gobiernos (INTOSAI, 2001). Es bien sabido que una
deficiencia inherente al Estado en los países en de-
sarrollo es la fragilidad de los mecanismos
institucionales para la rendición de cuentas de carác-
ter horizontal anclados en las instituciones estatales
cuya función es fiscalizar al gobierno y refrenar al
Estado (Mainwaring y Welna, 2003).
14 Además, los préstamos del BID han concentrado sus esfuerzos
en los niveles nacional o federal. Los mecanismos para la
auditoría interna y externa de las finanzas del gobierno son par-
ticularmente débiles a nivel local, y con frecuencia son cooptados
por las elites del lugar. El BID está apenas comenzando a respal-
dar a las entidades fiscalizadoras superiores subnacionales en los
sistemas federales y a acompañar su desconcentración en los
Estados unitarios.
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Trascurridos ya diez años desde la aparición del tema
de la gobernabilidad a la cabeza de la agenda para el
desarrollo, se justifican nuevas aproximaciones a la
reforma de la gobernabilidad y al desarrollo institucio-
nal. En especial, es preciso reducir la brecha entre los
aspectos económicos y políticos de la financiación
multilateral para el desarrollo. El estudio de la posi-
ción del BID con respecto a la modernización de la
administración financiera es particularmente ilustrati-
vo, por ser éste el más político de los bancos multilate-
rales de desarrollo.
Todavía es difícil saber cuáles han sido los efec-
tos de los préstamos otorgados por el BID a parlamen-
tos y entidades fiscalizadoras superiores. Como seña-
la Kaufmann (2003, p. 3), ‘debemos tener en cuenta
que este esfuerzo se ha realizado en el contexto de un
bajo desarrollo relativo en el complejo y multidiscipli-
nario campo de la gobernabilidad y la lucha contra la
corrupción’.15 La evaluación de los resultados plantea
varias dificultades. Primero, hay que definir
indicadores de impacto para este nuevo tipo de proyec-
to destinado deliberadamente al fortalecimiento
institucional. Segundo, y aún más importante, es pre-
ciso establecer indicadores que midan el desempeño y
el impacto final de las propias instituciones de control.
Y tercero, hay que determinar hasta qué punto y en qué
forma hay que encarar los aspectos políticos de la
rendición de cuentas en las finanzas públicas. Al ha-
cer todo esto, el número y la diversidad de variables
explicativas se amplía considerablemente. Reconocer
la importancia de los aspectos políticos de la elabora-
ción presupuestaria y de la economía política de la
rendición de cuentas en las finanzas públicas es sin
duda un paso adelante.
No obstante, al otorgar préstamos a los parlamen-
tos nacionales y a las entidades fiscalizadoras superio-
res, el BID muestra cierta renuencia a involucrarse en
la economía política de la rendición de cuentas presu-
puestaria y en los aspectos políticos de la integridad
en las finanzas públicas. La mayor parte de la finan-
ciación otorgada por el BID a las entidades de control
presupuestario se destina a inversiones materiales,
como la creación de infraestructura, a la tecnología de
la información y a la gestión de recursos humanos. En
un pasado más reciente, el respaldo del BID también
apuntó a modificar los procedimientos y reforzar las
estructuras que enmarcan el proceso presupuestario en
el parlamento, como las comisiones de presupuesto y
finanzas, y los servicios de investigación y oficinas de
presupuesto parlamentarios. Sólo unos pocos parlamen-
tos de países latinoamericanos, entre ellos los de Bra-
sil, Chile, Perú y Venezuela, cuentan con capacidad de
investigación y de asesoramiento independientes. En
estos casos el BID recomienda afianzar esa capacidad,
mientras aboga por que se establezca allí donde no
existe.
Los organismos financieros internacionales justi-
fican su enfoque apolítico aduciendo que las mejoras
técnicas que se introduzcan pueden, con el tiempo,
contribuir a mejorar la gobernabilidad, sin perderse en
las complejidades de la política. El hecho de conside-
rar la gobernabilidad como un tema técnico les ha
permitido justificar su participación en temas de
gobernabilidad, sin sobrepasar sus respectivos manda-
tos. No obstante, hay límites para este consenso
tecnocrático. El enfoque funcionalista descrito crea la
ilusión de que las soluciones técnicas pueden resolver
los problemas políticos. Pero las reformas instituciona-
les en la elaboración del presupuesto público son in-
trínsecamente políticas (Shepsle, 1999; Wildavsky,
1964 y 1992). Aunque en general se formulan en el
lenguaje de la eficiencia, las reformas de las finanzas
públicas afectan las relaciones de poder, dado que el
presupuesto es un escenario clave para la negociación
política. Las decisiones sobre quién controla el pro-
ceso presupuestario y cómo se determinan las asig-
naciones presupuestarias son intrínsecamente políti-
cas. Por lo tanto, el intento de separar las facetas
económicas y políticas de la elaboración del presu-
puesto público es, en gran medida, artificial. Como
subraya Kaufmann (2003, p. 33), ‘la adecuada com-
prensión de las fuerzas políticas que afectan a la for-
mulación de políticas y, lo que está relacionado, del
conjunto de incentivos institucionales necesarios para
IV
Aspectos políticos de la rendición de cuentas en
las finanzas públicas
15 En este artículo las citas entre comillas simples corresponden a
traducciones del inglés.
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el progreso’ son fundamentales para entender la diná-
mica de la reforma presupuestaria.
El BID (2003, p. 9) reconoce de hecho que los
“proyectos limitados a cambiar los elementos instru-
mentales o a fortalecer simplemente capacidades téc-
nico-organizativas, sin alterar la estructura de incenti-
vos que afectan a la voluntad política de aplicar estos
nuevos instrumentos o capacidades, tienen por lo ge-
neral un impacto muy reducido. Esto supone la nece-
sidad de contemplar al mismo tiempo cambios que
condicionan la efectividad de las alteraciones instru-
mentales y organizacionales. Por ejemplo, de poco
sirve [...] promover sistemas de gestión financiera sin
el desarrollo de una autoridad presupuestaria con la
independencia profesional, el poder y la capacidad de
hacerlos cumplir.” En efecto, las iniciativas de refor-
ma fracasan no sólo porque son incompletas, sino tam-
bién porque con frecuencia se conciben para resolver
dificultades técnicas cuando en realidad el problema
está en el marco institucional.
Es preciso asegurar una más amplia comprensión
de la gestión del proceso presupuestario. Las entida-
des fiscalizadoras superiores y las comisiones de cuen-
tas públicas ocupan posiciones clave en la administra-
ción de las finanzas públicas (Wehner, 2003; Petri,
1998). La calidad del control parlamentario de las finan-
zas gubernamentales depende esencialmente de la dis-
ponibilidad de información fiable y de análisis indepen-
dientes del presupuesto, proporcionados con regularidad
por las entidades fiscalizadoras superiores. Al mismo
tiempo, la eficacia y los resultados finales de la labor
de estas entidades dependen en gran medida de que los
parlamentos apliquen las recomendaciones contenidas
en los informes de auditoría que ellas elaboran. De aquí
que sea crucial la calidad del vínculo funcional y las
relaciones institucionales entre las comisiones de cuen-
tas públicas del parlamento y las entidades
fiscalizadoras superiores (SIGMA, 2002). Asimismo, la
capacidad de estas entidades para cumplir con su man-
dato depende en gran medida de su independencia de
los gobiernos y, al mismo tiempo, de la cooperación
que presten los organismos gubernamentales.
Las relaciones entre las entidades fiscalizadoras
superiores y las comisiones de cuentas públicas son
decisivas para asegurar una efectiva rendición de cuen-
tas por parte del gobierno. La eficacia que en definiti-
va tengan unas y otras se deberá en gran medida a los
mecanismos institucionales y las estructuras de incen-
tivos. En primer lugar, los informes y las recomenda-
ciones de las entidades fiscalizadoras superiores son
inútiles si no son llevados a la práctica por otras ins-
tituciones que forman parte del sistema de control, en
especial la propia administración pública (responsabi-
lidades administrativas), el poder judicial (responsabi-
lidades penales) y el parlamento (responsabilidades
políticas). Su eficacia, por lo tanto, está condicionada
a la cooperación de otras instituciones estatales. Ade-
más, en muchos casos, sobre todo en los sistemas de
gobierno presidenciales, para nombrar a los integran-
tes de las entidades fiscalizadoras superiores se nece-
sita el consentimiento de una mayoría calificada de par-
lamentarios (con frecuencia de dos tercios), que incluye
al partido gobernante. Las transacciones políticas que
tienen lugar suelen socavar la independencia política
del candidato elegido.
En segundo lugar, la disposición de las comisio-
nes de cuentas públicas a ejercer sus poderes y pedir
cuentas al gobierno también está determinada por fac-
tores de gobernabilidad más amplios. Estas comisiones
son un reflejo del accionar político en el parlamento y
de la naturaleza de las relaciones entre el ejecutivo y el
legislativo (Morgenstern y Nacif, 2002). En efecto, su
composición refleja la del propio parlamento y, por lo
tanto, el partido gobernante suele controlarlas. A dife-
rencia de lo que sucede en sistemas de gobierno par-
lamentarios, en los cuales dichas comisiones son pre-
sididas por un representante de la oposición, en Amé-
rica Latina la presidencia de las comisiones de presu-
puesto y cuentas públicas tradicionalmente recae en un
miembro del partido gobernante. De hecho, puede
aducirse que la eficacia de los mecanismos de rendi-
ción de cuentas de carácter horizontal depende en últi-
ma instancia de la efectividad de los mecanismos de
rendición de cuentas de carácter vertical, en particular
las normas electorales y las estructuras partidarias.
El comportamiento mismo de los miembros del
parlamento está determinado por los incentivos a los
cuales ellos responden. Las relaciones entre el poder
ejecutivo y el legislativo pasan necesariamente por la
intermediación de los partidos políticos y las normas
electorales, dado que existe la posibilidad de que el
control se diluya cuando el partido o coalición gober-
nante tiene una posición mayoritaria en el parlamen-
to. Investigaciones recientes sobre los aspectos políti-
cos de la elaboración del presupuesto en Brasil16 mues-
tran que la participación del poder legislativo en el
proceso presupuestario sólo puede entenderse cuando
se tienen en cuenta los partidos políticos y las normas
16 Véase Mainwaring y Welna (2003), Morgenstern y Manzetti
(2003) y Figueiredo (2001 y 2003).
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electorales. Puesto que el poder ejecutivo domina la
elaboración del presupuesto y controla su ejecución, la
participación de los partidos en el proceso presupues-
tario depende de sus relaciones con el ejecutivo
(Pereira y Mueller, 2002). En efecto, los mecanismos
de rendición de cuentas en sistemas de gobierno pre-
sidenciales que aúnan el peso del ejecutivo y las ma-
yorías legislativas tienden a ser ineficaces.
Por lo tanto, existe un potencial inexplorado en la
asistencia que brindan los bancos multilaterales de de-
sarrollo a las entidades fiscalizadoras superiores y a las
comisiones parlamentarias de cuentas públicas de Amé-
rica Latina. La segunda fase del respaldo multilateral a
las instituciones presupuestarias debería encaminarse a
fortalecer la independencia política y la autonomía fi-
nanciera de las entidades fiscalizadoras superiores y a
promover vínculos más eficaces entre éstas y las comi-
siones parlamentarias de cuentas públicas. El análisis de
los préstamos del BID con frecuencia revela que no se
consideraron tales vínculos en el diseño de sus interven-
ciones. En general, las operaciones crediticias del BID
tienden a concebirse como intervenciones autónomas.
Esto tiene la ventaja de protegerlas de interferencias
externas injustificadas, pero también la desventaja de
impedir las sinergias entre ellas.
Por lo demás, las instituciones financieras inter-
nacionales también deberían concebir iniciativas inte-
gradas que abarquen todo el ciclo presupuestario y la
gestión y supervisión del proceso presupuestario en su
conjunto. Para hacerlo habría que coordinar los pro-
yectos que apuntan a modernizar los sistemas de in-
formación sobre las finanzas públicas dentro del eje-
cutivo con aquellos orientados a realzar el papel de las
entidades fiscalizadoras superiores y de las comisio-
nes parlamentarias. También habría que vincular de
manera más metódica las medidas para mejorar la
administración de las finanzas públicas y la rendición
de cuentas públicas, con aquellas que apuntan a con-
solidar el Estado de derecho, reformar la administra-
ción pública, fortalecer las asambleas legislativas y
combatir la corrupción.
Más importante aún, al otorgar préstamos
multilaterales para fortalecer las instituciones de con-
trol presupuestario es preciso aprovechar la dinámica
de poder estructural. Como recalca Messick (2002,
p. 1), ‘para tener éxito es preciso cambiar los incenti-
vos a los funcionarios públicos […] La estructura cons-
titucional y la cohesión partidaria son factores clave
para la independencia de la asamblea legislativa’. Es
probable que las acciones para acrecentar la capacidad
técnica y analítica mediante la creación o desarrollo de
servicios de investigación parlamentarios o el perfec-
cionamiento de las técnicas de investigación en las
instituciones fiscalizadoras continúen siendo ineficaces,
mientras no exista suficiente espacio político para que
estos recursos sean utilizados de manera efectiva. Tam-
bién es probable que los avances técnicos se vean li-
mitados por dinámicas políticas adversas y restriccio-
nes en materia de gobernabilidad. La cuestión funda-
mental es dilucidar si el hecho de dotar de mayor ca-
pacidad técnica a las entidades fiscalizadoras las for-
talecería, o si una mayor independencia y asertividad
las llevaría a crear y utilizar más capacidad técnica. El
enfoque del BID tiende a confiar en la primera teoría, y
se concentra en mejorar la capacidad técnica de las
instituciones. No obstante, hay razones para creer que
la segunda teoría puede ser una buena orientación
complementaria, y es por eso que figura en la nueva
estrategia para reformar el Estado y modernizar el
gobierno adoptada en 2003 por el BID.17
(Traducido del inglés)
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